
RENUNCIA – Concepto

El acto de renuncia ha sido concebido legal y jurisprudencialmente como aquel  en el
que no cabe duda acerca de la voluntad de quien lo suscribe de cesar en el ejercicio
del empleo que viene desempeñando. La renuncia es entonces una forma legítima
de desvinculación de la administración pública prevista para empleados de libre
nombramiento y remoción.  Su fundamento se halla en la libertad para escoger
profesión u oficio que la Constitución Política garantiza en el artículo 26.

FUENTE FORMAL: LEY 270 DE 1996 – ARTICULO 2459 / CONSTITUCION
POLITICA – ARTICULO 26

RENUNCIA DE FUNCIONARIO DE DIRECCION, MANEJO O CONFIANZA – Su
solicitud no afecta la legalidad  del acto / BUEN DESEMPEÑO DEL CARGO –
No impide  la solicitud de la renuncia en cargo de dirección, manejo  o
confianza

El hecho de que la renuncia hubiese sido solicitada por el nominador corresponde  a
una potestad del mismo quien puede decidir darle la oportunidad al empleado de
tener una salida decorosa del cargo de libre remoción, pues formal y socialmente se
considera inadecuada la declaratoria de insubsistencia de los empleados de los altos
cargos. Bajo estos supuestos, respecto de los empleados públicos de libre
nombramiento y remoción tanto en el régimen general como en el de la Fiscalía,
que tienen similares previsiones, la solicitud o insinuación de renuncia a los
funcionarios o empleados que ejerzan funciones de dirección, manejo y confianza
no afecta la legalidad de los actos de retiro. Dicha facultad obedece a la
oportunidad que la ley le otorga a los nominadores de reorganizar el servicio
mediante el cambio de sus subalternos y porque estos cargos son excepcionales,
en la medida en que en ese ente prevalece el sistema de carrera, que es la regla
general, conforme a la Ley 938 de 2004. Para la Sala, conforme a su hoja de vida
se deduce que la demandante era una empleada idónea que cumplía con las
funciones de su cargo, como que en múltiples ocasiones fue encargada como
Fiscal Delegada ante la Corte Suprema de Justicia. No obstante estas
condiciones subjetivas, no impiden que la administración pueda, como lo hizo,
solicitarle la renuncia para evitar declarar insubsistente su nombramiento.

FUENTE FORMAL: LEY 938 DE 2004
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Demandado: FISCALIA GENERAL DE LA NACION

AUTORIDADES NACIONALES.-

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la demandante contra la

sentencia de 22 de mayo de 2008, proferida por el Tribunal Administrativo de

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección C, que negó las súplicas de la

demanda incoada por la señora MARTHA LUCÍA SALGAR RANGEL contra la

Nación, Fiscalía General de la Nación.

LA DEMANDA

MARTHA LUCÍA SALGAR RANGEL instauró ante el Tribunal Administrativo de

Cundinamarca acción de nulidad y restablecimiento del derecho orientada a

obtener la nulidad de la Resolución No. 2729 de 29 de agosto de 2006, proferida

por la Fiscalía General de la Nación, por medio de la cual se le aceptó la renuncia

al cargo de Fiscal Auxiliar ante la Corte Suprema de Justicia de la Unidad de

Fiscalías delegadas ante dicha Corte (fls. 38 a 55).

Como consecuencia de la anterior declaración y a título de restablecimiento del

derecho, pidió ordenar su reintegro al cargo que venía desempeñando o a otro

igual o de superior categoría;  declarar que no existió solución de continuidad en la

relación laboral; que se ordene reconocer y pagar todos los sueldos, primas,

vacaciones, reconocimientos, bonificaciones y demás emolumentos dejados de

percibir desde que le fue aceptada la renuncia, hasta cuando se produzca su

reintegro y que se dé cumplimiento a la sentencia en los términos del artículo 176,

177 y 178  del C.C.A.

Para fundamentar sus pretensiones expuso los siguientes hechos:

La demandante ingresó a la Fiscalía General en el cargo de profesional

especializado, grado 15 en agosto de 1992;  después fue ascendida a Fiscal

Seccional y finalmente, en junio de 1998, fue nombrada en el puesto de Fiscal

Auxiliar ante la Corte Suprema de Justicia.



Durante el tiempo que laboró al servicio a la entidad se destacó por su

rendimiento, lealtad, comportamiento, entereza, eficiencia y honesta labor

profesional.

Con respecto a su último cargo, tenía el conocimiento suficiente y pertinente y la

experiencia debida no sólo en el trámite y decisión de los procesos regidos por el

anterior sistema procesal penal, sino que estaba actualizada y preparada en el

sistema acusatorio que iniciaba.

El 3 de agosto de 2006, el Coordinador de la Unidad, se reunió con 10 Fiscales

Auxiliares de la Unidad de Fiscalía Delegada ante la Corte Suprema de Justicia

para indicarles que debían presentar su renuncia en forma inmediata, por petición

expresa del Fiscal General. A esa reunión no concurrió un Fiscal por estar

incapacitado pero, posteriormente se le informó del requerimiento presentado a los

demás Fiscales.

El 29 de agosto de 2006, el Fiscal General expidió los actos administrativos en los

que aceptada la renuncia de todos los funcionarios, sin utilizar la facultad

discrecional por lo tanto, no aconteció la declaratoria de insubsistencia.

La demandante no tuvo la intención de desvincularse de la entidad, como se

acredita con su trayectoria laboral y su hoja de vida.

El acto administrativo que aceptó la renuncia, era ilegal en cuanto fue falsamente

motivado, expedido irregularmente y violatorio de la normatividad que regulaba

esta forma de retiro del servicio.

Ocho (8) de los funcionarios retirados, fueron vinculados posteriormente.

NORMAS VIOLADAS

Señaló como vulneradas las siguientes:

Constitución Política de Colombia, artículos: 1, 2, 4, 5, 6, 25, 29 y 123; 27 del

Decreto Ley 2400 de 1968;  59, 76 y 77 de la Ley 938 de 2004;  149 de la Ley



Estatutaria de Administración de Justicia;  142, 146 y 163 de la Resolución No.

1501 de 19 de abril de 2005.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La entidad demandada, por intermedio de apoderado, se opuso a las pretensiones

de la demanda (fls. 62-65).

Consideró, conforme con los Decretos 2400 de 1968 y 1950 de 1973, que el acto

de renuncia fue “concebido legal y jurisprudencialmente como aquel en el que no

cabe duda acerca de la voluntad de quien lo suscribe, de cesar en el ejercicio del

empleo que se viene desempeñando.”. (sic)

Indicó que en la Resolución No. 1501 de 19 de abril de 2009, artículo 163, la

Fiscalía General reglamentó algunas situaciones administrativas tales como el

retiro definitivo de un servidor que ocupe un cargo de libre nombramiento y

remoción o en provisionalidad, en la que se dijo que esta se produce, entre otras

razones, por renuncia aceptada con arreglo a la ley. Como la  actora estaba

designada en provisionalidad, su desvinculación podía tener como causa, la

renuncia legalmente aceptada.

De conformidad con las normas citadas, formalmente se estructuraron los

requisitos indispensables para que la renuncia presentada por la demandante el 3

de agosto de 2006, surtiera todos sus efectos pues, fue aceptada por el Fiscal

General mediante la resolución demandada.

Concluyó que no era cierto que a la demandante se le hubiera insinuado la

renuncia, pero que, si en gracia de discusión se aceptara que así fue, la

jurisprudencia del Consejo de Estado ha aceptado que el nominador puede sugerir

o insinuar una renuncia, sin que la misma vicie el consentimiento de quien accede

a dimitir, por tratarse de un medio decoroso o de cortesía acostumbrado en las

entidades públicas con la finalidad de sustituir al grupo de colaboradores del

nominador.

LA SENTENCIA



El Tribunal Administrativo de Cundinamarca,  negó las pretensiones de la

demanda con los siguientes argumentos (Fls. 164 a 184):

Hizo un recuento de las normas que rigen para la Fiscalía General de la Nación,

relacionó los hechos probados en el proceso y, comenzó por indicar que, del texto

de la renuncia presentada por la demandante se colige que esta fue libre y

espontánea; por ende, la administración la aceptó en los términos por ella

indicados y el nominador al aceptarla, no cuestionó su contenido ni se opuso a

ella.

Para demostrar que la renuncia no fue producto de su a voluntad libre y

espontánea, debió probar las presiones, insinuaciones o exigencias hechas a que

fue sometida y que no se demostró en el proceso pues, los testimonios

presentados no fueron claros e imparciales, en algunos casos, y precisos en

cuanto a la exigencia alegada.  Igualmente consideró que la preparación

intelectual y profesional acreditada en la hoja de vida de la demandante hacía

suponer que estaba en capacidad de decidir hacer caso omiso a la supuesta

presión para que el nominador decidiera lo pertinente con respecto al cargo

ocupado por ella.

Concluyó que el cargo desempeñado por la actora, era de alta jerarquía y

confianza dentro de la estructura orgánica de la entidad, por lo tanto, podía el

nominador disponer de él; además, dentro del proceso se probó  sólo la renuncia

de tres (3) Fiscales Auxiliares y no de once (11) como lo señaló la demandante en

su libelo.

LA APELACIÓN

La demandante, por intermedio de apoderado, apeló el fallo del a quo por

considerar que hubo una indebida valoración de la prueba  y de la interpretación y

aplicación de las normas (fls. 185 y 195).

No valoró el a quo la prueba en su conjunto (documental y testimonial) pues, de

estas se desprendía, sin ninguna duda, “que todos los Fiscales Delegados ante la

Corte Suprema de Justicia presentaron, al unísono, renuncia a sus cargos”; así lo

declararon en sus testimonios los deponentes que eran Fiscales Delegados, pero

el a quo los calificó de insuficientes; además, las otras pruebas que demostraban



este hecho, no se allegaron al expediente porque la entidad acusada desapareció

las renuncias que no aceptó pues, algunos de los declarantes admitieron haber

renunciado y sin embargo estas cartas no estaban en sus hojas de vida.

También se probó la petición hecha por el Coordinador de la Unidad a los

funcionarios para que presentaran su renuncia pues, en los testimonios se leían

las circunstancias de tiempo, modo y lugar en el que se las solicitó, gozando de

toda credibilidad.

Existió yerro jurídico del a quo en la interpretación de las normas pues, en la

demanda nunca se alegó indebido ejercicio de la facultad discrecional que tenía el

nominador para remover sus funcionarios como lo malinterpretó el Tribunal, esto

se observa desde la práctica de testimonios en donde reiteradamente preguntaba

si se había mejorado el servicio o no.

Como la renuncia no fue de manera libre ni espontánea sino que se dio por una

exigencia verbal, expresa y específica del Coordinador de la Unidad, se violó en

forma clara por la entidad, la normatividad que regula esta forma de retiro.

Si no hubo renuncia, deviene una falsa motivación que genera la nulidad del acto

demandado.

CONSIDERACIONES

Problema Jurídico

La parte demandante pretende la anulación de la Resolución No. 2729 de 29 de

agosto de 2006, proferida por la Fiscalía General de la Nación, por medio de la

cual se le aceptó la renuncia al cargo de Fiscal Auxiliar de la Unidad de Fiscalías

Delegadas ante la Corte Suprema de Justicia, por cuanto, esta dimisión, no surgió

espontáneamente sino que fue producto de la petición del nominador.

Lo probado en el proceso.



Por Resolución No. 01384 de 26 de junio de 1998 (fl. 31), el Fiscal General de la

Nación nombró en provisionalidad a la demandante, en el cargo de Fiscal Auxiliar

ante la Corte Suprema de Justicia.

El 29 de agosto de 2006, la actora presentó renuncia a su cargo (fl. 114);  en esa

misma fecha, la entidad acepta dicha renuncia. (Fl. 33).

De folios 2 a 30, obra copia de la Resolución No. 1501 de 19 de abril de 2005 por

medio de la cual se reglamentaron las situaciones administrativas para el personal

de la Fiscalía General de la Nación.

Obran testimonios de Gerthy Esperanza Acevedo Romero (fl. 97 y 160), Guillermo

Augusto Arciniegas Martínez (fl. 100), Juan Carlos Jiménez Leal (fl. 103) los

cuales son contestes en señalar que el Coordinador de la Unidad de Fiscalías citó

a los 10 Fiscales Auxiliares de la Unidad de Fiscalía Delegada ante la Corte

Suprema de Justicia para indicarles que debían presentar su renuncia en forma

inmediata, por petición expresa del Fiscal General de la Nación.

De folios 109 a 111, obran las resoluciones por medio de las cuales se aceptó la

renuncia de los Fiscales Auxiliares Jorge Luis Giraldo Chica, Gerthy Esperanza

Acevedo Romero y la demandante.

El Jefe de la Oficina de Personal de la entidad informó al Tribunal en oficio de 22

de enero de 2008, que no existían cartas de renuncia de los Fiscales solicitados

por él, pues estos funcionarios laboraban en la entidad (fl. 128).

La hoja de vida de la demandante obra en el cuaderno 2 del expediente.

Análisis de la Sala

Considera la demandante que el nominador con la expedición de la resolución

acusada violó las normas en que debería fundarse; fue expedida con falsa

motivación  y expedición irregular, toda vez que la renuncia no fue libre ni

espontánea sino solicitada por el nominador.



El cargo de Fiscal Auxiliar ante la Corte Suprema de Justicia era de libre

nombramiento y remoción en el momento en que se expidió el acto acusado,

conforme a lo dispuesto por el artículo 59 de la Ley 938 de 2004,1 norma que

establece:

“ARTÍCULO 59. CLASIFICACIÓN DE LOS EMPLEOS. De conformidad con
lo dispuesto en el artículo 130 de la Ley 270 de 1996, los empleos de la
Fiscalía se clasifican según su naturaleza y forma como deben ser provistos
en:

a) De libre nombramiento y remoción;

b) de carrera.

Son de libre nombramiento y remoción:

- El Vicefiscal General de la Nación.

- El Secretario General.

- Los Directores Nacionales y sus asesores.

-Los Directores Seccionales.

- Los empleados del Despacho del Fiscal General, Vicefiscal General y
Secretaría General.

- Los Fiscales Delegados ante la Corte Suprema de Justicia y sus
fiscales auxiliares, estos últimos tendrán los mismos derechos y
garantías que los Magistrados Auxiliares de la Corte Suprema de
Justicia.

- El jefe de Oficina Jurídica, de Informática, de Personal, de Planeación, de
Control Disciplinario Interno, de Control Interno, de Divulgación y Prensa, de
Protección y Asistencia, así como el Director de Asuntos Internacionales a
nivel nacional.

- El Jefe de la División Criminalística y el Jefe de la División de
Investigaciones de la Dirección Nacional del Cuerpo Técnico de
Investigación. Igualmente, son de libre nombramiento y remoción los
empleos cuyo ejercicio implique el manejo financiero y contable de bienes,
dinero o valores de la entidad.

PARÁGRAFO. También se consideran de libre nombramiento y remoción
aquellos empleos que sean creados por esta ley y señalados en la

1 Su nombramiento se hizo en provisionalidad porque sólo con la entrada en Vigencia de la Ley
938 de 2004, se clasificó el cargo de Fiscal Auxiliar de las Unidades Delegadas de la Fiscalía ante
la Corte Suprema de Justicia, como de libre remoción. En vigencia del Decreto 2699 de 1991, por
el cual se expide el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación,  artículo 66, no estaba el
cargo de Fiscal Auxiliar dentro de los cargos clasificados como de libre nombramiento y remoción,
por ende, el cargo aludido estaba cobijado bajo la regla general de que eran de la Carrera Judicial,
según lo previsto en el (artículo 130, incisos 4 y 5, de la Ley 270 de 1996.



nomenclatura con una denominación distinta, siempre y cuando pertenezcan
al ámbito de dirección institucional.

Los demás cargos son de carrera y deberán proveerse mediante el sistema
de selección por concurso.”.

Conforme al texto de la norma transcrito, y esto no se discute, el empleo de Fiscal

Auxiliar es de libre nombramiento y remoción, en consideración a la estricta

confianza que demanda su desempeño, lo que justifica que el nominador pueda

disponer libremente del empleo mediante el nombramiento, permanencia o retiro

de su titular por fuera de la regulación propia del sistema de carrera de la Fiscalía.

La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado, respecto de los empleos de

libre nombramiento y remoción en los que se exige una especial confianza1 que:

“Ha sido reiterada la jurisprudencia de esta Corporación en manifestar
que las facultades discrecionales no son omnímodas, sino que tienen
que estar encaminadas a la buena prestación del servicio público, por lo
cual cabe estudiar el vicio de ilegalidad del acto demandado frente al
cargo del uso indebido que hace el nominador de tal potestad. Así
mismo, ha insistido la jurisprudencia que cuando se trate de cargos
que implican una especial responsabilidad y dignidad, como era el
caso de la demandante, las exigencias para ejercer la potestad
discrecional se tornan más amplias.

(...) Por ello resulta como una medida acorde con el buen servicio el
retiro de la funcionaria que se encuentre en tales circunstancias. Y el
anterior razonamiento se hace más exigente para los funcionarios
que ocupan cargos de alta jerarquía en una institución, pues es
sabido que la alta dignidad de un empleo implica compromisos
mayores y riesgos de los cuales no pueden sustraerse dichos
servidores estatales, debido, precisamente, a que su desempeño
se torna de conocimiento público y que cualquier actuación puede
dar lugar a situaciones incómodas para el organismo y para el
nominador, en este caso el Alcalde, a quien no se le puede pedir
una conducta distinta que actuar en aras del interés general.

Detentar la investidura de un alto cargo impone al funcionario
ceder su interés particular ante cualquier situación en que se vea
comprometido el interés público, ya que la pulcritud en el
desempeño de estos empleos debe ser mayor que la que deben

1 Consejo de Estado, Sección Segunda, Sentencia de 7 de julio de 2005, Radicación 2263-04, Accionante Lilia
Elvira Sierra Reyes, Consejera Ponente Dra. ANA MARGARITA OLAYA FORERO. Reiterada en sentencia del
12 de marzo de 2009, Radicación: No. 25000-23-25-000-2001-03044-01 (1438-07), Actor: JAIRO OMAR
TOVAR NIÑO, Magistrado Ponente Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE.



acusar los demás funcionarios, como se dijo anteriormente.”.
(negrilla fuera del texto)

De acuerdo con lo expuesto, la situación en que se encuentran los empleados

que gozan de fuero de relativa estabilidad laboral no es igual a la de los

funcionarios de libre nombramiento y remoción pues, respecto de estos se predica

un grado de confianza que no se requiere en aquellos. La finalidad que se

persigue con la autorización de removerlos libremente es razonable, pues

consiste en asegurar la permanencia de la confianza que supone el ejercicio del

cargo.

Ahora bien, en el presente asunto lo que se debate es la renuncia2 que “se produce

cuando el funcionario o empleado manifiesta por escrito, en forma espontánea e

inequívoca, su decisión de separarse del empleo de que ha tomado posesión”.3 Por

su lado, el artículo 149-1 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de

Justicia, señala que esta figura, entre otras, produce la cesación definitiva de las

funciones.

El retiro definitivo del servicio por renuncia, se rige para los empleados de la rama

judicial por lo dispuesto en los artículos 122 a 125 del Decreto 1660 de 1978,

aplicable por remisión del artículo 204 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la

Administración de Justicia4, disposiciones que consagran la forma, el contenido y los

plazos que debe contener una dimisión.

Lo antes dicho porque, conforme al artículo 249, in fine, “La Fiscalía General de la

Nación forma parte de la rama judicial y tendrá autonomía administrativa y

2 Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española, Madrid, 1992, define la expresión
renuncia como la “dimisión o dejación voluntaria de una cosa que se posee, o del derecho a ella.”.
3 Artículo 121 del Decreto 1660 de 1978, aplicable por remisión del artículo 204 de la Ley 270 de
1996, Estatutaria de la Administración de Justicia.
4 Normas que establecen: “Artículo 122. La renuncia es irrevocable desde el momento en que sea
regularmente aceptada.
Artículo 123. Presentada la renuncia, su aceptación corresponde a la autoridad nominadora, se
producirá por escrito, y fecha en que se hará efectiva, que no podrá ser posterior a un (1) mes
contado desde el día de su presentación.
Transcurrido un (1) mes de presentada la renuncia, sin que se haya decidido nada sobre ella, el
funcionario o empleado dimitente podrá separarse sin incurrir en abandono del empleo, o continuar
en el desempeño del mismo, caso en el cual la renuncia no producirá efecto alguno.
Artículo 124. Quedan  terminantemente prohibidas y carecerán en absoluto de valor las renuncias
en blanco, o sin fecha determinada, o que mediante cualquiera otra circunstancia ponga con
anticipación en manos de la autoridad nominadora la suerte del funcionario o empleado.
Artículo 125. La presentación o aceptación de una renuncia no releva al competente de la
obligación de iniciar o proseguir la acción disciplinaria, ni de aplicar las sanciones que fueren del
caso, aun por hechos que sólo hubieren sido conocidos con posterioridad a dichos eventos.”.



presupuestal.”; en consecuencia, conforme a los preceptos mencionados, al

nominador le está vedado aceptar las renuncias que no contengan la voluntad

inequívoca de separarse del empleo de que ha tomado posesión, además de que,

carecen de valor absoluto las que ponen en manos del nominador la suerte del

funcionario o empleado.5

Bajo los anteriores supuestos, el acto de renuncia ha sido concebido legal y

jurisprudencialmente como aquel  en el que no cabe duda acerca de la voluntad de

quien lo suscribe de cesar en el ejercicio del empleo que viene desempeñando. La

renuncia es entonces una forma legítima de desvinculación de la administración

pública prevista para empleados de libre nombramiento y remoción. Su fundamento

se halla en la libertad para escoger profesión u oficio que la Constitución Política

garantiza en el artículo 26.

De lo anterior se concluye que la renuncia es el derecho de manifestar de forma

escrita e inequívoca la voluntad de retirarse del cargo que se está ejerciendo.

Ahora bien, la demandante  presentó su renuncia así:

“Bogotá D.C., 3 de agosto de 2006

Doctor
MARIO GERMAN IGUARAN ARANA
FISCAL GENERAL DE LA NACION
Ciudad.-

Respetado doctor:

La presente tiene por objeto presentar renuncia al cargo de Fiscal Auxiliar
de la Unidad de Fiscalía Delegada ante la Corte Suprema de Justicia que
venía desempeñando hace ocho años.

Aprovecho la oportunidad para expresarle mis más sinceros
agradecimientos por haberme permitido acompañarlo en su primer año de
gestión, y con él, los últimos catorce años en la Entidad, respecto de la
cual solo guardo reconocimiento y gratitud.

Finalmente, solo me resta desearle los mejores éxitos durante su gestión.

MARTHA LUCIA SALGAR RANGEL.”.  (folio 80, hay firma).

5 Artículos 124, trascrito en la nota al pie anterior.



Del texto trascrito es claro que el demandante manifestó su voluntad de dimitir. La

expresión “la presente tiene por objeto presentar renuncia al cargo de Fiscal

Auxiliar de la Unidad de Fiscalía Delegada ante la Corte Suprema de Justicia”

corresponde al convencimiento o voluntad del dimitente de hacer dejación del cargo.

Además, el hecho de que la renuncia hubiese sido solicitada por el nominador

corresponde  a una potestad del mismo quien puede decidir darle la oportunidad al

empleado de tener una salida decorosa del cargo de libre remoción, pues formal y

socialmente se considera inadecuada la declaratoria de insubsistencia de los

empleados de los altos cargos.

Esta Corporación6 ha tenido la oportunidad de pronunciarse en igual sentido, así:

“(...) La jurisprudencia de la Sala ha sido uniforme en señalar que la
renuncia solicitada a los titulares de determinados Cargos (...), es válida,
puesto que ella obedece a la facultad que tiene el nominador de integrar
los cuadros en la cúpula administrativa en determinada entidad, para el
cumplimiento de las metas tendientes a garantizar un adecuado servicio
público.  La insinuación de la renuncia en dicho nivel, se convierte en un
mecanismo acorde a la investidura de tales cargos, busca evitar el retiro
por insubsistencia, que no es de común ocurrencia en esos destinos y
se repite, no se presenta desvío de poder en la solicitud de renuncia
(...), dicho proceder se justifica por el rango y atribuciones que demanda
la función administrativa en el cumplimiento de los fines del Estado. (...).

Bajo estos supuestos, respecto de los empleados públicos de libre nombramiento

y remoción tanto en el régimen general como en el de la Fiscalía, que tienen

similares previsiones,7 la solicitud o insinuación de renuncia a los funcionarios o

empleados que ejerzan funciones de dirección, manejo y confianza no afecta la

legalidad de los actos de retiro.

Dicha facultad obedece a la oportunidad que la ley le otorga a los nominadores de

reorganizar el servicio mediante el cambio de sus subalternos y porque estos

cargos son excepcionales, en la medida en que en ese ente prevalece el sistema de

carrera, que es la regla general, conforme a la Ley 938 de 2004.

6 Sentencia de 23 de julio de 1998, Consejero Ponente, Javier Díaz Bueno, Radicación, 190-98.
7 Cfr. Artículos 27 y ss del Decreto 2400 de 1968.



Alega la demandante, que prestó sus servicios de forma diligente, eficiente,

responsable, honesta y cumpliendo con las exigencias impuestas por la entidad,

situación que está demostrada con su hoja de vida, donde se observa que

ascendió hasta llegar a la alta posición de la que fue retirada.

Para la Sala, conforme a su hoja de vida se deduce que la demandante era una

empleada idónea que cumplía con las funciones de su cargo, como que en

múltiples ocasiones fue encargada como Fiscal Delegada ante la Corte Suprema

de Justicia.  No obstante estas condiciones subjetivas, no impiden que la

administración pueda, como lo hizo, solicitarle la renuncia para evitar declarar

insubsistente su nombramiento.

En efecto, para el desempeño del puesto de Fiscal Auxiliar ante la Corte Suprema

de Justicia se requieren de sus ocupantes, calidades excelsas y condiciones

especiales, como las que ostentaba la demandante,  pero estas circunstancias no

hacen inamovible el cargo.

De otro lado, conviene señalar que a la demandante  le fue solicitada la renuncia,

como se demuestra con lo afirmado en la demanda y los testimonios que así lo

corroboran, pero, no se aprecian elementos adicionales que permitan deducir que

el nominador la indujo u obligó a presentar la renuncia; además de que no tendría

objeto que el nominador exigiera su renuncia cuando podía retirarla del servicio

discrecionalmente porque era de libre nombramiento y remoción.

En relación con la solicitud de renuncia hecha por el Fiscal, a través del

Coordinador de la Unidad de Fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, según

dan cuenta los testimonios recaudados, dirá la Sala que no es suficiente la

insinuación4 que haga el nominador para que el empleado presente la dimisión; es

necesario que se evidencie un componente coercitivo que permita concluir que el

fuero interno del empleado fue invadido, de tal manera que su capacidad de

decisión se vio truncada al punto que indefectiblemente fue compelido a

renunciar.

Por las razones expresadas se confirmará la decisión del Tribunal, que negó las

pretensiones de la demanda.

4 Sentencia  de 24 de octubre de 1984 Consejero Ponente Joaquín Vanín Tello.  Exp 10512.



En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso

Administrativo, Sección Segunda, administrando justicia en nombre de la

República y por autoridad de la Ley,

FALLA

Confírmase la sentencia del 22 de mayo de 2008, proferida por el Tribunal

Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección C, que negó las

súplicas de la demanda incoada por la señora MARTHA LUCÍA SALGAR

RANGEL contra la Nación, Fiscalía General de la Nación.

Cópiese, notifíquese y una vez ejecutoriada esta providencia devuélvase el
expediente al Tribunal de origen.

La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión celebrada

en la fecha.

VICTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA

GERARDO ARENAS MONSALVE



BERTHA LUCIA RAMIREZ DE PAEZ


